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Nt Iu.DE REGISTRO: L059 /92

ASIINTO: Recurso de amparo promo-

vido por don Antonio Fraga

Mandián.Excmos.  Sres- :  Mandián.

Don VICENTE GIMENO SENDRA

Don CARLOS DE LA VEGA SOBRE: Auto de Ia Sala de Io Sof-

BENAYAS cial del Tribunal Superior Op

Don PEDRO CRUZ VILLALON Justicia de Galicia de 30 dP

marzo de t9g2 dictada en piezja
t ,

separada de Audiencia en JustiJ-

cia.  f ;
t :

l i
t :
t i
l i
l i
¡ i
l l
t f
lr
IJ
I
I
I

La Sección,  €r r  e I  asunto de referencia,  ha acord#o- t
dict,ar, €rr virtud deJ. art. 50, apartado 3 de 1a Ley Orgánica fde

I
este Tr ibunal ,  e l  s iguiente I

I
I
I
I
I

AUTOI
I
I
I
I

r. Ari¡TEcEpENTEs I

l - .  Por escrito presentado en eI Registro General de

est,e Tribunal- el 23 de abri l  de 1992, la procuradora de los
Tribunales, doña Margarita Goyanes Gonzárez-casellas, interpone

en nombre y representación de don Antonio Fraga Mandián, recur-

so de amparo contra eI Auto de Ia sala de 1o soci-al der Tribu-

nal superior de Justicia de Garicia de 30 de marzo de L992 por

er que se resuel-ve pieza de Audiencia en Justj-cia, sobre

correcc ión d isc ip l inar ia .
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2. Los hechos en los que se fundamenta Ia demanda, €rr

s ln tes i s ,  son  l os  s igu ien tes :

a) Don Antonio Fraga Mandián. Titular como Magistrado

del- Juzgado de 1o Social núm. 2 de Pontevedra y actual recu-

rrente en amparo, dictó Sentencia en procedimiento por despido

el  d la  2 de sept iembre de L99L,  t ras la  ce lebrac ión del  ju ic io

ora l  e I  d ía L9 de ju l io  de 1991,  y  después de d is f ru tar  de1 pe;

riodo vacacional durante eI mes de agosto. Aunque la Sentencip

se f irma con f echa 2 de septj-embre, indebidamente se consisrió
l ;

la fecha de 23 de jul io por un puro error material,  extremo q}g

quedó aclarado y recti f icado mediante Auto posterior. 
l '

l¡
b) Interpuesto recurso de suplicación por e]- actor .rrH"

I
1a Sala de 1o Social del Tribunal Superior de Justicia, s€ dfk-

t :
tó Sentencia acordándose la práctica de una informaclón en arifp-

r iguación de posibles irregularidades observadas en su trani{a-

ción tanto por el hoy recurrente como por Ia Secretaria d.f
I

mismo Juzgado. Dentro de ese examen de actuaciones se reAuif ió

del ahora recurrente informe explicativo de su intervenciónf en

el meritado expediente, aportándose por e1 mismo informe escfi-
I

to  con fecha 3 de febrero de L992.  I

I
,

c) Mediante Auto de 29 de febrero de !992 la Sala dd 1o

Social- del Tribunal- Superior de Justicia de Galicia resolvió

imponer aI Magistrado recurrente en amparo la sanción de re-

prensión como autor de una fal-ta de negligencia y otra de re-

t raso en la  resoluc ión de un proceso.

d) Contra esta resol-ución interpuso el Sr. Fraga recur-
so de Audiencia en Justicia, que fue desestimado por Auto de la
propia Sala de 1o Socia1 de 30 de marzo de 1,992, manteniendo

sus propios términos el- Auto anterior y, en consecuencia,

correcc ión d isc ip l inar ia  de reprensión por  Ia  comls ión de

faltas leves que en el mismo se hacen constar.

en

1a

las
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3.  EI  recurso est ima que Ia resol -uc ión jud ic ia t  impug-

nada ha vulnerado el derecho a un juez imparcial como deriva-

ción del derecho a un proceso público con todas las garantlas

consagrado en e l  ar t .  24.2 de la  Const i tuc ión,  asf  como e l

principio constitucional de t ipicidad y de legalidad del- art.

25 .1  de  Ia  Cons t i t uc ión .

En primer lugar, s€ alega que el hecho de que un mi

Tribunal decida j-nvestigar 1a posible comisión de unas pret,e

didas j-nf racciones e j-mponga Ia sanción supone e1 desconoc

miento del- derecho fundamental a un proceso con 1as debidas g

rant las,  pues,  hac iendo apl icac ión analógica del  pr inc ip io

gulador del proceso penal de la disociación entre instrucción

fal1o, que considera aplicable al procedimiento administrati

en cuanto emanaciones ambos del poder coercit ivo o "i
puniendi" de1 Est,ado, Ro puede confluir en unas mismas per

nas, integrantes de un mismo Tribunal, la labor de instrucc

del "procedimiento sancionador y Ia decj-sión del mismo". En

consideración, denuncia la falta de imparcial idad del Trib

Superior con respecto de su mandante, trayendo a colación

cita de varios preceptos de Convenios Internacionales que

ran el- derecho presuntamente vulnerado, y reprocha, además, i1a

rigurosidad con que es sancionado por eI mero hecho de no haber

respetado un plazo y por errar una fecha en Ia transcripción de

un  p1azo .

En segundo lugar, S€ aduce vulneración del principio

constitucional de t ipicidad derivado del art. 25.L de la Cons-

t iLución porque se le ha aplicado una sanción contemplada en el

ar t .  449 LEC, basándose en Ia  facul tad reconocida en e l  ar t .

44' l  ,  pf a 2a LEc sin que las infracciones imputadas al sancj-ona-

do estén t ip i f icadas con la  mln ima concrec ión ex ig ib le .  La fa1-

ta de t ip i f icac ión se concreta,  según e l  recurrente,  de una
parte, €R que no quedan suficientemente especif icadas las

conductas de Jueces y Magistrados sancionables por conculcar

deberes conexos a su cargo. "Falta -se dice- un acotamiento de

infracciones, coÍlo taxatividad de conducta, una precisión

a

l_

1a
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terminológica adecuada" que l imite "1a discrecionalidad de }a

autor idad competente para e jercer  Ia  potestad sancionadora" ,  y

de otra, s€ fundamenta en Ia inexistente graduación de las in-

f racc iones en re lac j -ón con 1as sanciones.  Las leyes procesales

no determinan, según expresa eI recurrente, Ia gravedad de po-

sibles incumplimientos de plazos y términos y su conexión c

la  escala de sanciones prev is ta en e l  ar t .  449 LEC, descong-

ciéndose de este modo el- principio de proporcionalidad en

imposición de las penas o sanciones. Se resalta que las argb-

mentaciones que preceden no puede obviarse con Ia t j-pif icac

contenida en los ar ts .  41,7,  ALg y 4L9 de 1a LOPJ,  por  cu

que basándose en la diferenciación proclamada por este Tr

en la  STC LL0/90 entre responsabi l idad procesal  y  guberna

de Jueces y  Magis t rados,  Ias in f racc iones comet idas en e l

sente caso son de t ipo procesal y no de fndole gubernat, iva,

siéndoles de aplicación el régimen de sanción prevenido en

LOPJ  (a r t s .  423  a  426 )  .

Por últ imo, s€ alega la vulneración de1 princJ-pio

legal idad del -  ar t .  25.L de la  C.E.  por  ap l icac ión analógj -ca

una norma sancionadora para supuesto dist into del previsto

la misma. Considera que e1 art. 447 de la LEC no es aplicabl

Ios Jueces y Magistrados de la Jurisdicción de Trabajo, po

en el mismo no se contiene ninguna referencia a los 
"Tuece

1o Socia1 y ,  además,  segr ln  seña1a eI  ar t .  449 LEC, Ias cor

ciones discipl inarias solo pueden imponerse a los funciona

comprendidos en J-os arts. 443 y siguientes entre l-os que no

encuentran los Jueces y Magistrados de 1o Social. Recuerda,

conformidad con l-o declarado por este Tribunal en la

L82/90,  Ia  absoluta prohib ic ión de apl icar  analógj -camente
peius" las normas penales o administrativas sancionadoras.

Por todo 1o expuesto, s€ solicita de este Tribunal que

de j e sin efecto la sanci-ón de reprensión impuest,a por el
Tribunal- Superior de Just, icia de Gaticia mediante Auto de 25 de
marzo  de  L992 .

bl

no

1a
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a
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4. Por Providencia de 28 de septiembre de L992 se con-

cedj-ó plazo para alegaciones acerca de la eventual existencia]

del motj-vo de inadmisión prevenido en el art. 50.L c) de la teV]

Orgánica del Tribunal Constitucional. I

Mediante fnforme presentado el 15 de octubre de L992,

el Mj-nisterio Fiscal considera eu€, con suspensión del término

para evacuar el informe, so debe requerir a los órganos j"d+-

c ia les que apor ten aI  proceso const i tuc ional  tas actuaciones.  i l

i l
i l

En la mj-sma fecha tuvo entrada en el Registro de esfle]

Tribunal escrlto de la parte recurrente, en eI que reitei{a

sucfntamente los argumentos aducidos en Ia demanda y subray" 
!["

consistencia de 1os mismos para ser admit, ida a trámite la 
S-

manda 
l l
tl

5. La Sección, mediante Provj-dencia de 26 de octubre/ 
fe

1992,  acordó requer i r  las actuaciones a los órganos jud ic ia le f ,
I

y por medio de otra de 23 de noviembre de L992 acordó, una vpz
I

recibidas las actuaciones, conceder un plazo común de diez dfbs
I

al Ministerio Fiscal y al- sol icitante de amparo para aleSar fen
re lac ión con Ia  pos ib le  fa l ta  de contenido const i tuc ional  (ar { t .

Is0.1  c l  Lorc)  .  I
I
I

6. El Fiscal mediante escrito de alegaciones presentfdo

el 26 de noviembre de L992, interesó 1a inadmisión a trámite ide

l-a demanda. A juicj-o del mismo ni ha exj-stido ningún t,ipo de

instrucción previa, ni el reconocimiento del recurso de audien-

cia en justicia por el Tribunal sancionador 1o convierte en
parcial pues obedece a la mecánica de1 recurso no devolutivo, y

ni el caso enjuicÍado es comparabre al resuelto en Ia src

29/89,  a  efectos de est j -mar apl icables at  procedimiento sancio-
nador l-as garantlas del- medio penal, pues aquf no se da 1a

exis tenc ia de los dos actos - inst rucc ión y  enju ic iamj_ento- ,  por

1o que no puede hablarse de lesión del derecho a un juez impar-

cial. En cuanto a la lesión del principio del tegalidad del

a r t .  25 .L  de  l a  C .8 . ,  recue rda  que  es te  T r ibuna l  (AATC 560 /88  y
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313/90)  ha f lex ib i l j -zado,  por  1o que respecta a la  sanción d is-

c ip l inar ia ,  e l  requis i to  de " lex car ta" ,  y  que la  sanción t iene

su fundamento 1ega1 no sóIo en Ia LEC sj-no en Ia LOPJ en la que

se establece de modo pormenorizado e1 catálogo de actos prohi-

bidos y 1a sanción a el los asi-gnada por la norma. Por ú1timo

mani f iesta que tampoco hay quebranto del  ar t .  25.L de Ia  C.E.

por faltas de previsión en el t ipo sancionador de1 art. 447 tEC
I

de 1os Jueces de 1o Social al- resultar integrados sus preceptbs

por los de la LOPJ que comprende la responsabil idad discipl ini!-

r ia de 1os Jueces y Magistrados de todo orden. j  '
i '
¡ l

J:
t :

II. FT'NDAII'IENTOS JURIDICOS I;
U
li

I
JI

1. Examinadas las alegaciones de la parte recurrent$ y

de1 Minj-ster io Fiscal ,  s€ ha de conf i rmar el  in ic ia l  cr i tef io
puesto de manifiesto en la Providencia de 28 de septiembr"l a.

I
L992, al carecer l-a demanda de contenido constitucional y, I en
consecuencla,  concurr i r  la causa de inaünis ión prevista enf ef

I
a r t .  50 .1  c )  LOTC.  I

I
I

El recurrente denuncia, €rl prj-mer lugar, vulnera!ión

de l  de recho  a  un  j uez  imparc la l  (a r t .  24 .2  C .E .  ) ,  en  tan to  :que

Ia sanción de reprensión le fue impuesta por el mismo Tribunal

que decid ió  inst ru i r  las d i l igencias y  que resolv ió ,  además,

eI  ú tn ico recurso,  prevenido en Ia  ley -Audiencia en Just ic ia ,
que se in terpuso para dejar  s in  efecto la  correcc ión d isc ip l i -

nar ia .  A su ju ic io ,  r ro  se ha respetado la  necesar ia  separac ión

entre instrucción y decisión eu€, arln siendo un principio de1
proceso pena1, considera ap]-icable al procedimiento adminis-
t.rat ivo por conferir un sirnj- lar poder coercit ivo o "ius
puniendi" del Estado.

Sin embargo, es claro que las pretendidas garantfas de1
proceso jud ic ia l  no operan aquf ,  dado e l  carácter  correcc j_ona1

o discipl inario de la responsabil idad procesal impuesta. Er de

cl
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recho aI ,Juez imparcial, que dimana del derecho a un proces

con  todas  l as  ga ran t l as  (a r t .  24 .2  C .E .  ) ,  no  puede  desv i r t ua rse

aplicándose sobre una actividad no estr ictamente jurisdiccio-

nal. La imposición de l-a sanción aI Magistrado recurrente po

1a Sala de 1o Socia1 del Tribunal Superior de Justicia

Galicia deriva de una falta cometida en Ia sustanciación del

proceso y aun cuando sea un órgano jurJ-sdiccional el que deter

mine dicha responsabil idad discipl inaria, rro constituye en

]idad una acti-vidad j urisdj-ccional ,  sino administ,rat iva, bi

que rel-acionada con las actos y procedimientos judiciales (S

110 /90 ) .  As f  pues ,  Fo f  1o  que  a  l a  imparc ia l i dad  se  re f i e re ,

siendo una garantía que pueda predicarse con igual signif ic

y en la misma medida de las actividades correccj-onales o di

pl inarias que paralelamente desarrol lan los Tribunales Super

res, no puede decirse que en el caso que nos ocupa se haya

s ionado  e I  a r t .  24 .2  C .E . ,  pues  nada  ob l i gaba  a  una  separ

equivalente a la que ha de darse en los procesos jurisdicc

l es .

2. En segundo lugar, e1 recurrente formula su queja

la falta de t ipif icación de Ia infracción imputada, conc

mente el retraso en Ia resolución del asunto, asl como por

no graduación de las infracciones y ausencj-a de una escala

determine el grado de sanción correspondiente, aduciendo

base en todo el lo, que la resolución judicial vulnera el

c ip io  de  l ega l i dad  de l  a r t .  25 .L  de  l a  C .E .

Es cierto que este Tribunal viene j-nsist iendo en Ia im-

periosa exigencia de predeterminación normativa de Ias conduc-

tas i l fci tas y de las sanciones correspondientes y estimando

contraria a J-as exigencias constitucionales de los arts . 25.t

C.E.  l -as regulac iones de in f racc iones y  sanciones carentes de

contenido mater ia l  (STC 42/87) .  Ahora b ien,  también ha d icho
que  ra  "ex igenc ia  de  l a  ga ran t fa  ma te r ia l  de1  a r t .  25 .L  c .E .  se
cumple sj-empre que el conjunto de sus normas punit ivas aplica-

bles perrnita predecir con sufj-ciente grado de certeza el t

gue

cQn
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y grado de sanción de1 que puede hacerse merecedor quien comet

una  i n f racc ión "  (ATC 373 /90 ) .

Esto es 1o ocurr ido en e l -  presente caso,  donde e l  Orga

no Judicial ,  €rI eI Aut,o en el que se impone Ia sanción, h

efectuado la  necesar ia  in tegrac ión de 1os ar ts .  447

concordantes de 1a LEC acudiendo a Ia Ley Orgánica del Pode

Judicial, güe juega en este caso como contexto interpretati

de Ia prevj-sión general de conducta sometida a sanción en el-

c i tado ar t .  447 LEC. En efecto,  1a sanción de reprensión im-

puesta por incurrir en una falta de retraso en la resoluci
del asunto t iene fundamentación, rro sóIo en el art. 447 de 1

LEC ( " fa l t as  que  hub ie ran  comet ido  en  l os  au tos " )  y  a r t .  449 .3

de la misma Ley (entre las correcciones discipl inarias a j_mpo-

ne r  p revé  l a  " rep rens lón " ) ,  s i no  en  l os  a r t s .  420  y

concordantes de l-a Ley OrgánJ-ca de1 Poder Judicial, de suerte
que el requisito de Ia prevla determinación legal de 1a con-

ducta sancionable se cumple.

Por 1o demás, ha de ser rechazado también e1 reproche

de  les ión  de l  a r t .  25 .1 ,  C .E . ,  basado  en  que  se  ha  ap l i cado  a l

recurrente -Juez de 1o Social- una sanción prevista exclusiva-

ment.e para los Jueces de Primera Instancia, pues, coÍro bien

arguye e l -  Min is ter io  F iscal ,  €1 t ipo sancionador  del  ar t , .  447

LEC debe ser precisado con el complemento indj-spensable de los
preceptos recogidos por Ia LOPJ que regulan sin dist inción de

órdenes la responsabil idad discipl inaria de Jueces y Magistra-

dos .

Por 1o expuesto, la Sección acuerda la inadmisión del
presente recurso de amparo y el archivo de las actuaclones.

Madrid,a veintidos de abri l_ de mit novecl
y  t res .

/L, Q-^
;6 :^
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tos noventa


